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Dirigido a: 
Integrantes vinculados a la Acción de Tutela de la referencia vinculados con el 
proceso de traslados ordinarios adelantados por orden judicial para el Municipio 
de Popayán 

Ciudad 
 
Asunto: Notificación en cumplimiento al Auto de Nulidad No. 1.199 de 3 de septiembre de 
2025 
 
Cordial saludo,  
 
Radicado: 19-001-41-89-002-2025-00834-01 
Acción de tutela: Claudia Patricia Muñoz Pino vs. Secretaría de Educación Municipal de 
Popayán 
 
En atención a lo ordenado por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Popayán, 
mediante Auto No. 1.199 del tres (3) de septiembre de dos mil veinticinco (2025), dentro 
del proceso de la referencia, me permito notificar la decisión adoptada, mediante la 
cual se resolvió: 

1. Declarar la nulidad de la sentencia de tutela No. 247 del 22 de agosto de 2025, 
proferida por el Juzgado Segundo de Pequeñas Causas y Competencia Múltiple 
de Popayán – Cauca. 

2. Ordenar el retorno del expediente al Juzgado Segundo de Pequeñas Causas y 
Competencia Múltiple de Popayán, para rehacer la actuación y notificar a las 
personas vinculadas en el Auto No. 3370 del 8 de agosto de 2025, dejando las 
respectivas constancias de entrega del mensaje de datos o publicación legal. 

3. Advertir que las pruebas practicadas conservarán su validez, conforme al inciso 2° 
del artículo 138 del Código General del Proceso. 

4. Ordenar que la presente decisión sea notificada a las partes en la forma más 
expedita y eficaz. 

 
Se anexa copia íntegra del referido Auto para su conocimiento y fines pertinentes. 
 

 
 

Juan Sebastián Maya Hurtado 
Profesional Universitario 01 

Talento Humano– S.E.M. Popayán 
 

Proyectó: Ana Isabel Zúñiga Daza (Aux. Administrativo Talento Humano) 



Asunto:  Acción de tutela 

Accionante:          Claudia Patricia Muñoz Pino  

Accionado:  Secretaría de Educación Municipal de Popayán 

Providencia:  Nulidad  

19-001-41-89-002-2025-00834-01 

Página 1 de 5 

                                   Juzgado Cuarto Civil del Circuito 

Popayán, tres de septiembre de dos mil veinticinco 
  

Auto n.° 1.199 
 

Sería del caso tramitar y resolver la impugnación formulada por la 
Secretaría de Educación Municipal de Popayán, en contra de la sentencia de 
tutela n.° 247 de 22 de agosto de 2.025, emitida por el Juzgado Segundo de 

Pequeñas Causas y Competencia Múltiple de Popayán, con ocasión de la 
acción de tutela presentada por la señora Claudia Patricia Muñoz Pino, 

identificada con cedula de ciudadanía n.° 25.485.971, frente a la censora y a 
la cual se ordenó vincular los participantes del proceso ordinario de traslados 

de Docentes de Aula y Docentes Orientadores convocado mediante 
Resolución n.° 20251700033834 de 31 de marzo de 2.025, si no fuera porque 

no existe en el expediente constancia de que se notificó a los convocados. 
 

Si bien en el auto admisorio visible en archivo 004 de la carpeta de 
primera instancia se dispuso su enteramiento por intermedio de la Secretaría 

de Educación Municipal de Popayán, no se comprobó que se hubiera 
efectuado ese acto. 

 
Aunado a lo anterior, se avizora que el Juzgado de instancia, para 

efectos de la notificación de la sentencia, no aportó las constancias de 
entrega del mensaje de datos.   

 
Por lo tanto, esta Judicatura no cuenta con la certeza de que la 

notificación del auto admisorio y del fallo se haya llevado a cabo 
efectivamente a las partes e intervinientes.      

  
Lo anticipado evidencia que el trámite evaluado está afectado de 

nulidad procesal, como pasa a explicarse. 
  

Es preciso recordar que la Corte Constitucional ha definido las 
nulidades de un juicio como «irregularidades que se presentan en el marco 

de un proceso, que vulneran el debido proceso y que, por su gravedad, el 
legislador –y excepcionalmente el constituyente– les ha atribuido la 

consecuencia –sanción– de invalidar las actuaciones surtidas. A través de su 
declaración se controla entonces la validez de la actuación procesal y se 

asegura a las partes el derecho constitucional al debido proceso»1. 
 

                                                           
1 Corte Constitucional, sentencia T-125 de 2010 
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Al respecto la Corte Constitucional ha apuntado que al no existir una 

norma que consagre el régimen de nulidad aplicable al proceso de tutela, con 
relación a las actuaciones desarrolladas por los jueces de instancia, se debe 

«acoger –por vía analógica– las causales que se consagran en el sistema 
procesal general, que hoy en día se encuentran previstas en el artículo 133 

del Código General del Proceso»2.  
 
Ahora bien, el primer inciso del numeral 8° del artículo 133 del Código 

General del Proceso establece que el proceso es nulo: 
 

«Cuando no se practica en legal forma la notificación del auto admisorio 
de la demanda a personas determinadas, o el emplazamiento de las 

demás personas aunque sean indeterminadas, que deban ser citadas 
como partes, o de aquellas que deban suceder en el proceso a 

cualquiera de las partes, cuando la ley así lo ordena, o no se cita en 
debida forma al Ministerio Público o a cualquier otra persona o entidad 

que de acuerdo con la ley debió ser citado».  
  

De lo referido se colige que en este asunto debió notificarse en debida 
forma a los vinculados, antes de dirimirse en la sentencia, cuestión que 

necesariamente debió acaecer en el trámite de la primera instancia, pues de 
hacerlo ahora, se privaría a dicho sujeto de una eventual segunda instancia 

como derecho que es en materia de acciones de tutela3.  
 

Como no se procedió en la forma anotada, el trámite evacuado desde 
la emisión del fallo recurrido adolece de la nulidad procesal consagrada en 

el numeral 8° del artículo 133 del C. G. del P., se itera, por falta de notificación 
de los vinculados. 

 
En materia de notificaciones, recientemente se dijo: 

 
«4. El artículo 16 del Decreto 2591 de 1991 establece que las 

actuaciones que se surten dentro del rito deben ser notificadas «a las 
partes o intervinientes», con lo que se garantiza a los terceros la 

protección de sus intereses que pueden verse afectados con la 
determinación que se adopte. 

 
5. Dicho ordenamiento garantiza la citación al trámite constitucional 

de los terceros determinados o determinables con interés legítimo, con 

el fin de que puedan ejercer su defensa y, por ende, se dé cumplimiento 
                                                           
2 Corte Constitucional, auto A-159 de 2018 
3 Corte Constitucional, sentencia C-718 de 2012 
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al debido proceso, posibilidad que no se otorgó en el sub lite al Instituto 

Geográfico Agustín Codazzi (IGAC) y al señor Álvaro José Soto García, 
dada su falta de notificación. 

 
Al respecto, la Corte Constitucional, ha hecho énfasis en:   

 
(…) la necesidad de notificar a las personas directamente interesadas, 
la iniciación del trámite que se origina con motivo de la instauración de 

la acción de tutela, (…), lo cual, lejos de ser un acto meramente formal 
o procedimental, constituye la garantía procesal (…). Si bien es cierto 

que esta Corporación ha afirmado que la obligación de notificar, 
naturalmente, en cabeza del Juez de tutela, es una obligación de 

medio, la cual no requiere, necesariamente, hacer uso de un 
determinado medio de notificación, ello no implica que la imposibilidad 

de llevar a cabo la notificación personal al demandado sea óbice para 
que el juez intente otros medios de notificación eficaces, idóneos  y 

conducentes a asegurar el ejercicio del derecho de defensa y la 
vinculación efectiva de aquel contra quien se dirige la acción. La 

eficacia de la notificación, en estricto sentido, solo puede predicarse 

cuando el interesado conoce fehacientemente el contenido de la 

providencia. Lo anterior no se traduce obviamente, que en el eventual 
escenario en el cual la efectiva integración del contradictorio se torne 

particularmente difícil, el juez se encuentre frente a una obligación 
imposible. No obstante, en aras de garantizar el debido proceso y el 

derecho a la defensa de aquel contra quien se dirige la acción, el juez 
deberá actuar con particular diligencia; así, pues, verificada la 

imposibilidad de realizar la notificación personal, el juez deberá acudir, 
subsidiariamente, a otros medios de notificación que estime expeditos, 

oportunos y eficaces (…).  
 

“‘La Corte ha hecho énfasis en que lo ideal es la notificación personal 
y en que a falta de ella y tratándose de la presentación de una solicitud 

de tutela se proceda a informar a las partes e interesados ‘por edicto 
publicado en un diario de amplia circulación, por carta, por telegrama, 

fijando en la casa de habitación del notificado un aviso, etc.’, y 
adicionalmente, valiéndose de una radiodifusora e incluso, como 

recurso último, mediante la designación de un curador’” (CSJ, AT 018, 
31 ene. 2005, citado hace poco en ATC038-2025 y ATC349-2025, entre 

otros)»4. 

 

                                                           
4 CSJ ATC1496-2025 
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Al respecto, la Corte Suprema de Justicia ha señalado que tal defecto 

es potencialmente lesivo del derecho fundamental del debido proceso, toda 
vez que «[l]a acción de tutela como proceso judicial de defensa de los 

derechos superiores, no obstante caracterizarse por la brevedad y 
sumariedad, no es ajena a las reglas del debido proceso, dentro de las cuales 

se contempla la obligación de notificar a las partes o intervinientes las 
providencias que se dicten, por así ordenarlo los artículos 16 del Decreto 
2591 de 1991 y 5º del Decreto 306 de 1992, mandato que cobra mayor 

relevancia cuando se trata de informar sobre la iniciación del trámite, y que 

cobija al tercero con interés legítimo en el resultado del proceso, debido a 

que esa es la oportunidad para que esos sujetos ejerzan su derecho de 
defensa»5. 

 
Es preciso aclarar que por ministerio del inciso segundo del artículo 

138 del C. G. del P., las actuaciones previas al veredicto impugnado, así 
como las pruebas recaudadas, conservarán valor, esto último respecto 

quienes tuvieron oportunidad de controvertirlas. 
 

Acorde con lo expuesto, el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de 
Popayán – Cauca, 

 
Resuelve: 

  
Primero.- DECLARAR la nulidad únicamente de la sentencia de tutela 

n.° 247 del 22 de agosto de 2.025, proferida por el Juzgado Segundo de 
Pequeñas Causas y Competencia Múltiple de Popayán Cauca, dentro de esta 

radicación. 
  

Segundo.- ORDENAR el retorno del expediente al Juzgado Segundo 
de Pequeñas Causas y Competencia Múltiple de Popayán Cauca, para que 

rehaga la actuación y proceda a notificar a las personas que fueron 
vinculadas en el auto n.° 3370 de ocho de agosto de 2.025, allegando 

constancia de ello con su respectiva constancia de entrega del mensaje de 
datos o publicación en legal manera, según corresponda.      

                 
Tercero.- ADVERTIR que las pruebas practicadas conservarán su 

validez, de acuerdo con lo regulado en el inciso 2º del artículo 138 del Código 
General del Proceso.   

 

                                                           
5 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, auto de 30 de agosto de 2007, expediente 
110010204000200702089-01, M.P. Jaime Alberto Arrubla Paucar. 
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Cuarto.- ORDENAR que se notifique la presente decisión a las partes en 

la forma más expedita y eficaz.  
  

Quinto.- Cumplido con lo anterior, previa cancelación de la radicación, 
teniendo en cuenta que las actuaciones del proceso se remitieron por medio 

digital, COMUNÍQUESE la presente determinación al Juzgado de origen 
también por dicho medio, y REMÍTASE solamente la actuación 
correspondiente a la segunda instancia, a efectos de que renueve la actuación 

nulitada, dejándose las constancias del caso en el Sistema Justicia S. XXI.  
 

Cúmplase. 

 

Firmado Por: 

 

Gustavo Andres Valencia Bonilla 

Juez 

Juzgado De Circuito 

Civil 004 

Popayan - Cauca 

 
Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 

527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 
 

Código de verificación: eed9b69e27e9d5e8cd4172e75770d539ef8a8852f7bcddcbff1542a8138f027e 

Documento generado en 03/09/2025 03:14:52 PM 

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 
JUZGADO SEGUNDO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE 

DE POPAYÁN1 

Palacio de Justicia Calle 8 No. 10-00 Piso 2 
j02prpcppn@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 
SENTENCIA DE TUTELA No. 247 

Popayán, veintidós (22) de agosto de dos mil veinticinco (2025) 
 

 

Expediente No.  19001-41-89002-2025-00834-00 
Accionante:   CLAUDIA PATRICIA MUÑOZ PINO 
  patico391@hotmail.com      
Accionado:   SECRETARÍA DE EDUCACIÓN MUNICIPAL DE POPAYÁN 
  secretariaeducacion@popayan.gov.co  
  notificacionesjudiciales@popayan.gov.co     
Vinculados:  PARTICIPANTES PROCESO ORDINARIO DE TRASLADOS DE 

DOCENTES DE AULA Y DOCENTES ORIENTADORES CONVOCADO 
MEDIANTE RESOLUCIÓN 20251700033834 DE 31 DE MARZO DE 
2025 

Asunto:  Sentencia 
  
 

1. SOLICITUD DE TUTELA 
 
Claudia Patricia Muñoz Pino interpuso acción de tutela en contra de la 
Secretaría de Educación Municipal de Popayán, por considerar que la entidad 
accionada vulneró sus derechos fundamentales al debido proceso, igualdad y 
derecho a la confianza legítima. 
 

1.1. HECHOS 
 
Para fundamentar su pedimento manifestó, lo siguiente: 
 
Que se inscribió en el proceso de traslado de docentes convocado mediante 
Resolución 20251700033834 de 31 de marzo de 2025, cuya fecha límite para 
inscripciones fue el 7 de mayo hogaño. 
 
Manifestó la accionante que el 25 de julio de 2025 la Secretaría de Educación 
Municipal de Popayán emitió la Resolución 20251770106304, mediante la cual 
estableció que el puntaje mínimo sería el 50% más uno del puntaje total 
posible, el cual no estaba previsto en la Resolución del 31 de marzo. 
 
Considera la accionante la situación expuesta vulnera su derecho al debido 
proceso, a la igualdad y a la confianza legítima. 
 

1.2. DERECHOS CONSTITUCIONALES VULNERADOS 
 
La accionante plantea en su escrito que con la conducta narrada se han visto 

 
1 Antes Juzgado Cuarto Civil Municipal 

 

mailto:j02prpcppn@cendoj.ramajudicial.gov.co
mailto:patico391@hotmail.com
mailto:secretariaeducacion@popayan.gov.co
mailto:notificacionesjudiciales@popayan.gov.co
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vulnerados los derechos fundamentales a la igualdad, al debido proceso y la 
confianza legítima. 
 

1.3. PETICIÓN 
 
La accionante solicitó al juez constitucional que se amparen sus derechos 
fundamentales al debido proceso, a la igualdad y a la confianza legítima, y en 
consecuencia se ordene a la Secretaría de Educación Municipal de Popayán 
abstenerse de aplicar el nuevo requisito de puntaje mínimo clasificatorio 
contenido en la Resolución 20251770106304 del 25 de julio de 2025 y que se 
garantice su permanencia en el proceso bajo las reglas y criterios establecidos 
en la Resolución 20251700033834 de 31 de marzo de 2025. 
 

2. EL TRÁMITE 
 
La presente acción de tutela se admitió mediante auto del 8 de agosto de 2025, 
se acogieron las pruebas aportadas, se ordenó la notificación de la accionada y 
se dispuso la vinculación los participantes del proceso ordinario de traslados 
de docentes de aula y docentes orientadores convocado mediante resolución 
20251700033834 del 31 de marzo de 2025.2 
 

3. INTERVENCIONES 
 

3.1. SECRETARÍA DE EDUCACIÓN MUNICIPAL DE POPAYÁN 
 
El titular de la dependencia encartada remitió un informe realizado por el área 
jurídica en el cual señaló que la resolución cuestionada por la tutelante 
desarrolla un proceso reglado y general, de aplicación objetiva para todos los 
participantes, por lo que su suspensión afectaría el principio de igualdad y el 
normal funcionamiento del servicio educativo, generando así un perjuicio 
colectivo que superaría el interés particular. 
 
Indicó que la Resolución 20251770106304 del 25 de julio de 2025 fue expedida 
de conformidad con lo establecido en la Resolución 20251700033834 del 31 de 
marzo de 2025, y guardando relación con los artículos 314 y 315 de la 
Constitución Nacional, la Ley 715 de 2001. 
 

3.2. LAS DEMÁS VINCULADAS 
 
Las demás vinculadas, pese a haber sido notificadas, guardaron silencio dentro 
del trámite. 
 

4. CONSIDERACIONES 
 

4.1. LA COMPETENCIA 
 
De conformidad con lo establecido en el artículo 86 de la Carta Política y 31 a 
36 del Decreto 2591 de 1991, el Decreto 1382 de 2000 y el Decreto 333 de 
2021, el Juzgado Segundo de Pequeñas Causas y Competencia Múltiple de 
Popayán, es competente para proferir el fallo de tutela de la referencia. 

 
2 Archivo digital 004 
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4.2. PROBLEMA JURÍDICO 

 
Corresponde a este Despacho, determinar en primera medida si ¿la acción de 
tutela presentada por Claudia Patricia Muñoz Pino es procedente para ordenar 
que los efectos de la Resolución 20251770106304 del 25 de julio de 2025 no 
se apliquen en su caso, y que se garantice su permanencia en el proceso de 
traslado de docentes bajo las reglas y criterios establecidos en la Resolución 
20251700033834 del 31 de marzo de 2025? 
 
Luego, solo de responderse de manera afirmativa el anterior interrogante, el 
Despacho deberá establecer si en efecto le vulneraron los derechos 
fundamentales a la accionante en razón al requisito de puntaje mínimo 
establecido con posterioridad al cierre de la etapa de inscripciones. 
 

4.3. TESIS DEL DESPACHO Y FUNDAMENTO LEGAL 
 
Considera el Despacho que la acción de tutela es procedente de manera 
excepcional para ordenar que lo dispuesto en la Resolución 20251770106304 
del 25 de julio de 2025 no sea regla o criterio para evaluar o definir la 
permanencia de la accionante en el proceso de traslado de docentes, toda vez 
que se encuentran cumplidos los requisitos definidos en la Jurisprudencia 
desarrollada por la Corte Constitucional. 
 
Resuelto de manera afirmativa el primer interrogante, para el Despacho se 
vulneraron los derechos debido proceso y a la confianza legítima con el puntaje 
mínimo establecido en un acto administrativo posterior al cierre de 
inscripciones, por las razones que pasan a exponerse. 
 

4.4. DE LA PROCEDENCIA EXCEPCIONAL DE LA ACCIÓN DE TUTELA 
FRENTE A ACTOS ADMINISTRATIVOS DE TRÁMITE 
 

La Corte Constitucional ha explicado que, de conformidad con lo dispuesto en 
el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, 
los actos administrativos de trámite no son susceptibles de recursos en la vía 
administrativa y, su control, solo puede hacerse respecto del acto 
administrativo definitivo, bien sea con recursos o por medio del mecanismo 
judicial. Es por ello que, el Alto Tribunal ha estimado que la acción de tutela 
es procedente de manera excepcional para rebatir esta clase de actos, siempre 
y cuando se den unos requisitos especiales, a saber: 
    

“De manera que, la acción de tutela solo procedería de manera 
excepcional, cuando el citado acto tiene la potencialidad de definir una 
situación especial y sustancial dentro de la actuación administrativa y 
cuando además se demuestre que resulta en una actuación 
abiertamente irrazonable o desproporcionada del funcionario, con lo 
cual vulnera las garantías establecidas en la Constitución. 
(…) 
 
Igualmente, en la citada sentencia de unificación se reiteró que la Corte ha fijado 
(Sentencia T-090 de 2013) dos subreglas para la procedencia excepcional de la 
tutela contra actos administrativos que regulan o ejecutan un proceso de 
concurso de méritos: (i) cuando el accionante la ejerce como mecanismo 
transitorio para evitar un perjuicio irremediable, el cual debe cumplir 
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con los requisitos de ser inminente, de requerir medidas urgentes, de 
ser grave y de ser impostergable; y, (ii) cuando el medio de defensa 
existe, pero en la práctica es ineficaz para amparar el derecho 
fundamental cuya protección se invoca y que en caso de no ser 
garantizado, se traduce en un claro perjuicio para el actor”3. (negrilla del 
Despacho). 

 

4.5. ACCIÓN DE TUTELA COMO MECANISMO TRANSITORIO 
PARA EVITAR UN PERJUICIO IRREMEDIABLE 

 
El principio de subsidiariedad, conforme al artículo 86 de la Constitución Política, 
implica que la acción de tutela solo procederá cuando el afectado no disponga 
de otro medio de defensa judicial, salvo que se utilice como mecanismo 
transitorio para evitar un perjuicio irremediable. 
 
En ese sentido, la jurisprudencia constitucional4 ha reiterado que el presupuesto 
de subsidiariedad que rige la acción de tutela, debe analizarse en cada caso 
concreto. Por ende, en aquellos eventos en que existan otros medios de defensa 
judicial, se ha determinado que existen dos excepciones que justifican su 
procedibilidad, a saber, i) cuando el medio de defensa judicial dispuesto por la 
ley para resolver las controversias no sea idóneo y eficaz conforme a las 
especiales circunstancias del caso estudiado, procede el amparo como 
mecanismo definitivo y; ii) cuando, pese a existir un medio de defensa judicial 
idóneo, éste no impide la ocurrencia de un perjuicio irremediable, caso en el cual 
la acción de tutela procederá como mecanismo transitorio. 
 

Este último presupuesto exige verificar por parte del juez constitucional: i) una 
afectación inminente del derecho fundamental; ii) la urgencia de las medidas 
para remediar o prevenir el perjuicio irremediable; iii) la gravedad del perjuicio 
y su impacto en la afectación al derecho; y iv) el carácter impostergable de las 
medidas a tomar para la efectiva protección de las garantías fundamentales en 
riesgo5. 
 

4.6. EL DEBIDO PROCESO ADMINISTRATIVO 

 

El derecho y garantía del debido proceso se encuentra consagrado en el 
artículo 29 de la Constitución Política resultando aplicable tanto a las 
actuaciones judiciales como administrativas, siendo de imperativo 
cumplimiento por parte de las autoridades, pues se erige como garantía a los 
ciudadanos para el efectivo acceso a la administración de justicia que implica 
la posibilidad de controvertir las decisiones judiciales como administrativas 
para el ejercicio pleno de su ejercicio al derecho de defensa.  

 
“En la sentencia C-980 de 2010, la Corte Constitucional advirtió que el debido 
proceso administrativo es: “(i) el conjunto complejo de condiciones que le 
impone la ley a la administración, materializado en el cumplimiento de una 
secuencia de actos por parte de la autoridad administrativa, (ii) que guarda 
relación directa o indirecta entre sí, y (iii) cuyo fin está previamente determinado 
de manera constitucional y legal”6. Ha precisado al respecto, que con dicha 

 
3 Corte Constitucional, sentencia T-386 de 2016. 
4 Corte Constitucional, sentencia T-662 de 2016.   
5 Corte Constitucional, sentencia T-342 de 2021. 
6 Corte Constitucional, Sentencia T-796 de 2006. 
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garantía se busca “(i) asegurar el ordenado funcionamiento de la administración, 
(ii) la validez de sus propias actuaciones y, (iii) resguardar el derecho a la 
seguridad jurídica y a la defensa de los administrados”7 
 

4.7. PRINCIPIO DE CONFIANZA LEGÍTIMA 
 
Al respecto, la Corte Constitucional en Sentencia SU 067 de 2022, señaló lo 
siguiente: 
 

“En este sentido, la Corte ha advertido que «quien participa en un concurso público 
para proveer un cargo lo hace con la seguridad [de] que se respetar[á]n las reglas 
impuestas. Cuando éstas se desconocen por la entidad que lo ha convocado, más 
aún cuando se cambian después de haberse realizado todo el trámite, se defrauda 
la confianza de la persona. 
 
(…) Los concursos, cuya finalidad sea el acceso a la función pública, deben 
sujetarse estrictamente a los procedimientos y condiciones fijados de antemano y 
que las reglas que los rigen son obligatorias, no sólo para los participantes sino 
también para la administración que, al observarlas, se ciñe a los postulados de la 
buena fe (C.P. art. 83) 
(…) 
 
El principio constitucional de la confianza legítima «busca proteger al administrado 
frente a las modificaciones intempestivas que adopte la Administración, que 
afecten situaciones respecto de las cuales, si bien el interesado no tiene 
consolidado un derecho adquirido, sí goza de razones objetivas para confiar en su 
durabilidad. Según se observa, la aplicación de esta máxima no exige la existencia 
previa de un derecho adquirido. Su aparición en el ordenamiento se debe, 
precisamente, a la necesidad de proteger determinadas situaciones, en las que el 
sujeto carece de la certidumbre que otorgan los derechos subjetivos, pero que 
alberga una convicción razonable, una confianza legítima, de que la Administración 
conservará las circunstancias en que aquel se encuentra.”8 
 

5. CASO CONCRETO 
 

En el caso bajo estudio, se encuentra demostrado que la accionante se inscribió 
al proceso ordinario de traslado de docentes de aula y docentes orientadores, 
convocado por la Secretaría de Educación Municipal de Popayán a través de la 
Resolución No. 20251700033834 del 31 de marzo de 2025. 
 
En dicho acto administrativo se fijó el cronograma para el proceso ordinario de 
traslado de la siguiente manera: 

 
 

 
7 Ibidem. 
8 Corte Constitucional Sentencia SU 067 de 2022, M.P. Paola Andrea Meneses Mosquera 
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Además, se establecieron los criterios y requisitos para el trámite de traslado. 
Como requisitos se definieron los siguientes:  

 
 
También se estableció la regla de selección en caso de que se presente más 
de un docente para una misma vacante, a saber:  

 
Y se definieron los criterios de valoración para la aplicación de vacantes de las 
instituciones educativas de la Normal Superior, así:  
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También se señalaron los criterios de valoración para vacantes de población 
mayoritaria, así:  

 

 
 
En el parágrafo primero del artículo que definió los anteriores criterios, se 
establece que “Para la asignación de la plaza disponible se tendrán en cuenta 

las necesidades del servicio y el mayor puntaje obtenido con base en los 

criterios señalados en el presente artículo”. 
 
Mediante Resolución 20251770106304 del 25 de julio de 2025 la Secretaría de 
Educación Municipal estableció un puntaje mínimo clasificatorio para el proceso 
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de traslados, de la siguiente manera:  
 

“PARAGRAFO 1°: Para la aprobación y consecuente continuidad en las etapas 
subsiquientes del proceso de traslado ordinario de Docentes de Aula, Docentes 
Orientadores y Directives Docentes, regido por la Resolucidn No. 
20251700033834 del 31 de marzo de 2025 los aspirantes deberan obtener un 
puntaje minimo equivalente al cincuenta por ciento (50%)’m$s uno (1) del total 
de puntos posibles en las valoraciones o pruebas que asi Io requieran conforme 
a la estructura y ponderacion definidas en la mencionada resolución”. (sic) 

 
La expedición del anterior acto administrativo se fundamentó en lo 
siguiente:  

 

 
La accionante estima que con la expedición de la Resolución del 25 de julio de 
2025 se vulneraron sus derechos fundamentales al debido proceso, igualdad y 
confianza legítima pues se modificó una regla del proceso cuando se había 
cerrado la fase de inscripciones.  
 
Por su parte, la Secretaría de Educación Municipal alega que el mentado acto 
administrativo se expidió para garantizar la trasparecía, el mérito, igualdad de 
oportunidades y eficiencia y calidad del servicio educativo, sin vulnerar los 
derechos fundamentales pues el proceso de traslados fue reglamentado y 
divulgado en Resolución del 31 de marzo de 2025, además, el puntaje mínimo 
fue publicado y aplicado por igual a todos los participantes, sin que la 
accionante lo haya alcanzado, debido a lo cual, no puede avanzar en el 
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proceso.      
 
5.1. Definidos los anteriores presupuestos fácticos, entra el Despacho a 
resolver el primer problema jurídico planteado, para lo cual, es menester 
señalar que el acto administrativo atacado es uno de trámite o preparatorio ya 
que no define una situación particular, sino que establece un requisito que 
impulsa el procedimiento para una decisión final. Sobre el tópico, el Consejo 
de Estado ha explicado lo siguiente:  
 

“La norma hace una distinción entre actos administrativos definitivos y los actos 
de trámite. Los primeros son aquellos que concluyen la actuación administrativa, 
en tanto que deciden directa o indirectamente el fondo del asunto y producen 
efectos jurídicos definitivos, mientras que los de trámite contienen decisiones 
administrativas necesarias para la formación del acto definitivo, pero por sí 
mismos no concluyen la actuación administrativa, salvo que, como lo prevé la 
norma, la decisión que se adopte impida que continúe tal actuación, caso en el 
cual se convierte en un acto administrativo definitivo porque le pone fin al 
proceso administrativo”.9 

 
De conformidad con lo dispuesto en el art. 75 del Código Administrativo y de 
lo Contencioso Administrativo, contra los actos administrativos de trámite o 
preparatorios no habrá recursos y, de acuerdo con la jurisprudencia de la Corte 
Constitucional, no son susceptibles de la acción contenciosa administrativa 
pues «los únicos actos susceptibles de acción contenciosa administrativa son 

los actos definitivos, no los de trámite o preparatorios»10. 

 
Así las cosas, conviene estudiar si en el presente asunto se cumplen los 
requisitos especiales de procedencia contra actos administrativos 
preparatorios o de trámite, fijados por la Corte Constitucional, a saber: “i) que 

la actuación administrativa de la cual hace parte el acto no haya 

concluido; ii) que el acto acusado defina una situación especial y sustancial 

que se proyecte en la decisión final; y iii) que ocasione la vulneración o 

amenaza real de un derecho constitucional fundamental”11 
 
En el presente caso la actuación administrativa de la cual hace parte la 
resolución atacada no ha concluido, considerando que el día de hoy, 22-08-
2025, una servidora del Despacho se comunicó con la señora Silvia Mercedes 
Chará, empleada del área jurídica de la dependencia accionada, quien informó 
que hasta el momento no se han proyectado actos administrativos 
comunicando traslados, además, de la revisión de la página web de la entidad12 
se pudo verificar que después de la expedición de la Resolución del 25 de julio 
de 2025, solo se ha emitido la Resolución No. 20251700118074 del 5 de agosto 
hogaño, donde se ordenó la suspensión del proceso de traslado, en 
cumplimiento de una medida provisional ordenada por el Juzgado Décimo 
Penal Municipal con Funciones de Conocimiento de Popayán en una acción de 
tutela.  
 

 
9 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, sentencia del 22 de octubre de 2009, 
radicado 11001-03-28-000-2008-00026-00; 11001-03-28-000-2008- 00027-00. 
10 Corte Constitucional, sentencia SU067 de 2022. 
11 Ídem.  
12https://popayan.gov.co/SecretariasyEntidades/seceducacion/Paginas/Resoluciones-Secretaria-de-
Educacion.aspx#gsc.tab=0    
  

https://popayan.gov.co/SecretariasyEntidades/seceducacion/Paginas/Resoluciones-Secretaria-de-Educacion.aspx#gsc.tab=0
https://popayan.gov.co/SecretariasyEntidades/seceducacion/Paginas/Resoluciones-Secretaria-de-Educacion.aspx#gsc.tab=0
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El acto administrativo atacado define una situación especial que se proyecta 
en la decisión final, pues establece un requisito adicional para el proceso de 
traslado de docentes, es decir, que repercute en la decisión de aceptar o excluir 
a los participantes de la convocatoria.  
 
Dicha decisión se expidió en desmedro del debido proceso y la seguridad 
jurídica de la accionante, considerando que se modificaron los requisitos del 
proceso de traslado con posterioridad al inicio del mismo, desconociendo las 
pautas jurisprudenciales en materia de concurso público de méritos. 
 
5.2. Definida la procedencia de la acción de tutela, pasa el Despacho a estudiar 
si en el presente asunto se vulneraron los derechos fundamentales invocados 
por la actora y, en tal sentido, sea lo primero precisar que, a la luz de la 
jurisprudencia de la Corte Constitucional en materia de concursos públicos, 
quien participa en éstos, lo hace con la seguridad de que se respetarán las 
reglas impuestas y, cuando la entidad las desconoce o cuando las modifica 
después de realizado todo el trámite, defrauda dicha confianza.  
 
Ahora, para el Despacho es claro que el presente asunto no se trata de un 
concurso de méritos, sino de un proceso administrativo de traslado, pero 
debido a las similitudes en los trámites y considerando que en ambos debe 
respetarse de la igualdad, el mérito y la oportunidad, conforme lo expone la 
misma Secretaría de Educación en la Resolución del 25 de julio de 2025, 
además, se componen de las etapas de publicidad, inscripción, revisión y 
verificación de requisitos y selección de los aspirantes, la jurisprudencia en 
materia de concursos es análogamente aplicable al presente asunto.  
 
Así pues, en el caso que nos convoca, mediante Resolución No. 
20251700033834 del 31 de marzo de 2025 la Secretaría de Educación 
Municipal de Popayán no solo convocó al proceso ordinario de traslado de 
docentes de aula y docentes orientadores, sino que definió también los 
requisitos para ello y los criterios de selección, estableciendo expresamente 
los puntajes para cada criterio y señalando que para la asignación de la plaza 
se tendría en cuenta el mayor puntaje obtenido en dichos criterios, sin 
precisar un puntaje mínimo para poder ser seleccionados. 
 
Según el cronograma establecido en dicho acto administrativo: i) las 
inscripciones se llevarían a cabo del 28 de abril al 7 de mayo de 2025; ii) la 
revisión y verificación de la documentación de inscripción entre el 8 y el 19 de 
mayo de 2025; iii) la publicación de la lista de docentes seleccionados entre el 
20 y el 23 de mayo; iv) reclamaciones entre el 26 y el 28 de mayo de 2025; 
v) respuesta de reclamaciones del 29 al 30 de mayo; vi) expedición de los 
actos administrativos de traslado y comunicación al educador del 3 al 13 de 
junio de 2025 y; vii) comunicación de traslado a los rectores y directores 
rurales de los establecimientos educativos del 3 al 6 de junio de 2025. 
 
De esta manera, se tiene que todos los requisitos debían acreditarse con la 
inscripción y, después de ésta, solo restaba la verificación de los requisitos y 
la asignación de puntajes conforme los criterios de selección, por lo cual, para 
el Despacho la expedición de la Resolución 20251770106304 del 25 de julio 
de 2025 la Secretaría de Educación Municipal sorprendió a los participantes del 
proceso de selección con un requisito adicional, cuando el cronograma fijado 
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en la resolución de convocatoria ya había culminado, es más, a la fecha en que 
se emitió el acto administrativo ya debían haberse expedido las resoluciones 
de traslado.  
 
En tal sentido, la modificación de una regla esencial del proceso una vez 
cerrada su fase de inscripciones e incluso, habiendo expirado el plazo para 
emitir las resoluciones de traslado, desconoce el derecho de confianza legítima 
de la accionante, consistente en participar acogiendo las reglas conocidas y 
previamente publicadas.  
 
Al respecto, es menester recordar que la Corte Constitucional ha señalado que 
las reglas establecidas en una convocatoria de concurso de méritos son de 
estricto cumplimiento, por lo tanto, su modificación posterior atenta contra los 
derechos fundamentales de los concursantes. Bajo este entendido el Alto 
Tribunal se pronunció así: 
 

“Dentro de este contexto, la convocatoria es, entonces, la norma reguladora de 

todo concurso y obliga tanto a la administración, como a las entidades 

contratadas para la realización del concurso y a los participantes, y como tal 

impone las reglas que son obligatorias para todos, entiéndase administración y 

administrados-concursantes. Por tanto, como en ella se delinean los parámetros 

que guiarán el proceso, los participantes, en ejercicio de los principios de buena 

fe y confianza legítima, esperan su estricto cumplimiento. La Corte 

Constitucional ha considerado, entonces, que el Estado debe respetar y observar 

todas y cada una de las reglas y condiciones que se imponen en las 

convocatorias, porque su desconocimiento se convertiría en una trasgresión de 

principios axiales de nuestro ordenamiento constitucional, entre otros, la 

transparencia, la publicidad, la imparcialidad, así como el respeto por las 

legítimas expectativas de los concursantes.”13 

 
5.3. Ahora, no se desconoce que la misma jurisprudencia dejó sentado que la 
confianza legítima tiene restricciones y, ello sucede, cuando ésta riñe con otros 
principios constitucionales, pues la primera no puede primar en sacrificio de 
otros principios, cuando, por ejemplo, se quiera utilizar para que se preserven 
errores en lo que ha incurrido la administración. Al respecto, la Corte precisó 
que ”En tales casos, en los que se presenta una discordancia entre los dictados del 

derecho y el obrar de la Administración, el principio de la confianza legítima resulta 

completamente inaplicable. Este postulado es un instrumento de racionalización del 

poder público, un mandato encaminado a satisfacer las expectativas de fiabilidad y 

coherencia que albergan los ciudadanos respecto de las autoridades. Bajo ningún 

argumento puede emplearse de manera que promueva el desconocimiento de los 

preceptos del Estado constitucional de derecho. En razón de lo anterior, la confianza 

legítima no puede ser argüida con el propósito de que la Administración persevere en 

errores precedentes o —en el peor de los casos—en la violación de los principios del 

texto superior”14. 
  
Sin embargo, esto no aplica en el caso concreto considerando que para la 
expedición del acto administrativo 20251770106304 del 25 de julio de 2025 la 
Secretaría de Educación Municipal no esboza una motivación suficiente que 
establezca la necesidad de la fijación de éste nuevo requisito, pues si bien 
argumenta que su finalidad es que el proceso se desarrolle respetando criterios 

 
13 Sentencia Corte Constitucional, SU 446 de 2011, M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub 
14 Ídem. 
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objetivos y transparentes, optimizando la selección en aras de la excelencia 
educativa con la fijación de un umbral de rendimiento mínimo en las etapas 
asegurando que la selección se haga exclusivamente en el mérito y el 
cumplimiento de los estándares previamente definidos para garantizar la 
igualdad de oportunidades, lo cierto es que no explica porque esos principios 
no se pueden cumplir con los criterios previamente establecidos en la 
Resolución No. 20251700033834 del 31 de marzo de 2025, máxime si se tiene 
en cuenta que en ese acto administrativo se establece que la asignación de 
plaza se hará conforme el mayor puntaje, es decir, que se establece un 
sistema de mérito en la selección de personal para el traslado.  
 
Además, en dicha resolución se establecen los criterios a tener en cuenta 
cuando se presente más de una persona para una plaza, debido a lo cual, 
estaban definidas las pautas de selección, sin que se avizore que pudieran 
mediar criterios subjetivos, por lo cual, no se evidencia que con la expedición 
del acto administrativo 20251770106304 del 25 de julio de 2025 se hayan 
querido subsanar yerros de la administración.  
 
6.- Corolario de lo anterior, hallándose acreditados los requisitos para la 
procedencia de la acción de tutela y encontrando el Despacho que existe una 
flagrante vulneración a los derechos fundamentales de la accionante, se 
ordenará dejar sin efectos la Resolución 20251770106304 del 25 de julio de 
2025 y ordenar a la Secretaría de Educación Municipal de Popayán que en el 
proceso de traslado ordinario de la docente Claudia Patricia Muñoz Pino se 
realice bajo la estricta observancia de los requisitos previamente establecidos 
en la Resolución 20251700033834 del 31 de marzo de2025. 
 

DECISIÓN 
 
En mérito de lo expuesto, el Juzgado Segundo de Pequeñas Causas y 
Competencia Múltiple de Popayán, administrando justicia en nombre de la 
República de Colombia y por autoridad de la ley, 
 

RESUELVE 
 
PRIMERO: TUTELAR los derechos fundamentales al debido proceso y 
confianza legítima de la señora CLAUDIA PATRICIA MUÑOZ PINO, identificada 
con cédula de ciudanía No. 25.485.971. 
 
SEGUNDO: DEJAR SIN EFECTOS la Resolución No. 20251770106304 del 25 
de julio de 2025, expedida por la SECRETARÍA DE EDUCACIÓN MUNICIPAL DE 
POPAYÁN, por medio de la cual se estableció el puntaje mínimo del 50% más 
uno en el proceso de trasado ordinario de docentes. 
 
TERCERO: ORDENAR a la SECRETARÍA DE EDUCACIÓN MUNICIPAL DE 
POPAYÁN que, en el término de cuarenta y ocho (48) horas contadas a partir 
de la notificación de esta sentencia, adopte las medidas necesarias para 
garantizar el restablecimiento de los derechos vulnerados, asegurando que en 
la etapa de revisión y verificación de requisitos de la docente CLAUDIA 
PATRICIA MUÑOZ PINO se tenga en cuenta lo preceptuado en la Resolución 
20251700033834 del 31 de marzo de 2025. 
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CUARTO: NOTIFICAR lo aquí resuelto a los intervinientes como lo prevé la 
Ley 2213 de 2022. 
 
QUINTO: REMITIR el expediente a la Corte Constitucional para su eventual 
revisión, en el caso de no ser impugnada la presente decisión. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
 

 
 

LUISA FERNANDA GÓMEZ BENITEZ 
Juez 

 
DR 

 


